Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 11 y 44 minutos) 


-La Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial del Senado la semana pasada recibió una nota firmada por los representantes 
de la Asociación de Protectores de Cabo Polonio en la cual solicitaban ser recibidos a fin de exponer acerca de la situación que 
afecta a la población permanente de esa localidad, razón por la cual la Comisión del Senado entendió pertinente conceder la 
audiencia. 


SEÑOR SEGALERBA.- Antes que nada, queremos pedir disculpas por la demora pero el tráfico estaba muy pesado. Asimismo, 
agradecemos ser recibidos por esta Comisión y señalamos que la razón fundamental de nuestra visita es hacerle llegar un planteo 
lo más completo posible, social, jurídico y también en lo relativo al tema de la vivienda y el ordenamiento territorial, sobre Cabo 
Polonio. 


Cabo Polonio es un pueblo que comenzó a constituirse a fines del siglo pasado y que se institucionalizó en forma permanente a 
principios de este siglo con la explotación de las loberías por parte del antiguo SOYP, luego por ILPE, INAPE y actualmente por la 
Dirección Nacional de Recursos Acuáticos. La gente que originalmente pobló el lugar derivó del alambrado de los campos en la 
década del 80 en el siglo pasado, tal como ha sucedido con múltiples pueblos —ya sea por razones ferroviarias o del propio 
alambrado de los campos- en todo el interior del país. La connotación especial de Cabo Polonio es que ese núcleo se trasladó a un 
lugar preferente donde había mano de obra, la que fue ofrecida por el Estado, quien permitió que esa gente se asentara ahí y 
también dio autorizaciones escritas y verbales en múltiples oportunidades. Hasta hace aproximadamente 10 años convivieron con 
el Estado sin ningún problema. 


Todo esto deriva de una expropiación establecida por un decreto del 13 al 16 de setiembre de 1942, a fin de constituir un parque de 
reserva forestal. Sin embargo, también se determinó claramente que en ese caso la posesión de la tierra y la propiedad definitiva 
debía ser entregada a los ocupantes de lo que en aquel momento ya el Presidente Baldomir entendía como un núcleo urbano. Se 
pretendía formar un verdadero centro balneario en detrimento de las personas que ostentaban dicha posesión a manera de 
latifundio. Eso fue fundamental porque cuatro años después —y durante el trámite de expropiación de esa zona- se dictó la Ley de 
Centros Poblados que es de amplio conocimiento de los integrantes de esta Comisión. En tal sentido, quisiéramos recordar un 
aspecto muy significativo de dicha norma. El artículo 5%,en su texto dado por el artículo 1% de la Ley N* 10.866, modificativa, del 25 
de octubre de 1946 dice: Establecerán igualmente dentro del mismo plazo los límites de las zonas pobladas existentes no 
reconocidas oficialmente, que de acuerdo a las definiciones de la presente ley deben considerarse como constituyentes de hecho 
de centros poblados establecidos con tales caracteres con anterioridad a la publicación de esta misma ley. Para esta determinación 
podrán requerir la investigación y el informe de la Dirección de Topografía. Estos centros poblados existentes de hecho, se 
considerarán centros poblados provisionales hasta que, cumplidas las exigencias de la presente ley, puedan ser reconocidos y 
autorizados definitivamente o por el contrario sean declarados como inadecuados o insalubres y su expropiación de utilidad pública 
conforme a las leyes vigentes. 


De acuerdo a lo que plantea esta norma, lo que ya era reconocido como núcleo urbano en 1942, debía haber sido regularizado. Hoy 
nos encontramos con que esta norma va a ser derogada. Han transcurrido ya 54 años desde su aprobación, y la misma no ha sido 
aplicada por el Estado; influyen en ese hecho factores muy diversos, que luego expondremos. 


Por otro lado, nos encontramos también conque se presenta en este momento una ley de ordenamiento territorial que es totalmente 
lesiva de los intereses de la población de Cabo Polonio, más allá de muchos otros asentamientos. A través de dicha ley se 
extienden los plazos de prescripción de 30 a 45 años, cuando los bienes a prescribir sean estatales o fiscales. Esto significa 
claramente que se está violando el artículo 8 de la Constitución que refiere a la igualdad de las personas, en la medida en que el 
Estado es una persona de Derecho Público y, por ello, igual a las demás personas de Derecho Privado, no pudiendo fijarse un 
plazo de prescripción definitiva. Eso afecta especialmente a la gente de Cabo Polonio, cuyos derechos de prescripción, en algunos 
casos, se remontan a 38 ó 40 años y no alcanzan a los 45 años. ¿Por qué? Porque muchos de ellos trabajaban en el lugar, pero no 
tenían un reconocimiento oficial del Estado, el que recién les empezó a ser dado hace aproximadamente 40 años. 


Es por todo esto que estamos solicitando, exigiendo, al Estado que, en forma previa a la aprobación de la nueva ley de 
ordenamiento territorial -que entendemos que deberá ser objeto de varias modificaciones debido a las irregularidades que presenta 
que, incluso, llegamos a comentarlas con el doctor Leis en una reunión mantenida en la Facultad de Ciencias y, precisamente, en 
oportunidad en que dicha norma era presentada en el Parlamento- nos ampare y regularice la situación definitiva de Cabo Polonio. 
En la medida en que hemos hecho múltiples planteos antes los órganos administrativos —los cuales han reflejado una falta de 
consistencia y de coherencia en su actuar- solicitamos el amparo especial del Senado a través de esta Comisión. Estamos pidiendo 
al Senado su injerencia especial en el asunto de Cabo Polonio. 


A tales efectos, entendemos que es relevante tratar incluso las declaraciones que hizo el Director de la DINOT, a las 10 de la 
mañana de hoy, ante los micrófonos de la radio "El Espectador". Concretamente, dijo que Cabo Polonio era un asentamiento 
irregular, en el lugar más lindo —empleó exactamente estas palabras- de la costa uruguaya. Evidentemente, sí es el lugar más lindo 
de la costa uruguaya. Ahora bien, ¿tienen la culpa de eso los pobladores que se han instalado allí o es culpa del Estado, que 
fomentó esa instalación y la permitió incesantemente, desde el año 1917 y, a través de instalaciones precarias, desde 1881? 
Porque las personas que hoy habitan en forma permanente el pueblo, esos apellidos que suenan, por ejemplo, Veiga, Calimaris y 
Olivera —que corresponden a algunas de las personas que hoy están aquí presentes- son los descendientes de los antiguos 
encargados del faro y de la lobería; esa gente fue llevada por el Estado y se le obligó a estar ahí. Era el único lugar, y muy aislado; 
recordemos que estamos hablando del año 1917. Hoy Cabo Polonio sigue siendo un lugar algo aislado del resto del país; 
imaginemos lo que pudo haber sido en 1917. La situación por la que tuvo que atravesar esa gente para poder vivir en el lugar fue 
realmente drástica y, entonces, exigimos que el Estado respete esa situación. 


Consideramos relevante destacar que se ha dicho que no existe ningún proyecto presentado por la gente de Cabo Polonio en lo 
que refiere a tal situación. Por eso, queremos dejar hoy a los señores Senadores una copia —disculpen porque se trata de una sola 
ya que no tuvimos tiempo de sacar más fotocopias- de la propuesta de ordenamiento de la situación actual del área de Cabo 
Polonio. Más allá de los temas medio ambientales —que serán considerados en la Comisión respectiva- entendemos que a esta 
Comisión le toca lo que refiere a ordenamiento territorial y vivienda. Este es un proyecto que fue elaborado por la Comisión de 
Vecinos de Cabo Polonio en 1990. Fue presentado al Estado y hasta el día de hoy no ha habido respuesta. Concretamente, fue 
elaborado por el profesor arquitecto urbanista Cravotto, recientemente fallecido y a cuya memoria se realizara un homenaje en el 
Senado. En este proyecto, la situación que él plantea —aquí voy a pasar a la parte histórica, para ilustrar a los señores Senadores 
directamente con los planos- es la que en realidad debería operar de hecho en Cabo Polonio, y esto ha sido apoyado por la 
Universidad de la República y la Intendencia Municipal de Rocha. Sólo el Gobierno Central está desconociendo esta situación 
desde hace diez años, a través de sus diferentes órganos, Ministerio de Turismo, DINAMA, DINOT, e incluso muchos otros que han 
tendido a que el centro poblado no se regularizara con los debidos servicios. En los hechos, hay una escuela que funciona en base 
a muchísimo esfuerzo humano y sacrificio económico personal de los pobladores permanentes. Hay una comisaría que se intentó 
cerrar hace menos de un mes, después de años de haber luchado para que hubiera un policía, que es el único para todo Cabo 
Polonio. No tenemos policlínica; aunque la hemos pedido muchísimas veces, no se nos la ha suministrado por parte del Ministerio 
de Salud Pública. Cabe acotar que la escuela tenía luz, que fuera proporcionada por la Armada; sin embargo, a raíz de presiones 
de funcionarios de DINAMA sobre funcionarios locales de Rocha, se le suprimió la luz, violando así el derecho de educación de los 
niños del pueblo, que es el más básico. 


Para ubicar correctamente a los señores Senadores, les presento el departamento de Rocha y Cabo Polonio que, como ven, es un 
pequeño cabo que no llega a conformar una península como La Paloma o Punta del Este. Cabo Polonio es un antiguo islote unido 
por un cordón dunar que fue creciendo gigantescamente, que ha sido forestado desde el año 1944 en adelante por el Estado, 
primero, con fines económicos y, segundo, por entender que se debía continuar con el sistema de urbanización planteado por 
Francisco Piria. Si bien no es el tema de esta Comisión, cabe acotar que ha quedado demostrado que eso ha significado un 
verdadero desastre desde el punto de vista ecológico, y más aún, para la zona de Cabo Polonio. 


A continuación, les paso a mostrar los gráficos que hemos traído —seguramente los señores Senadores los podrán observar 
después con más detalle- donde se observa la ubicación de Cabo Polonio y, concretamente, de su pueblo; la zona del Peñón y ese 
estrato que lo rodea, componen un área protegida junto con la Laguna de Castillos, que está sometida a la normativa de la 
DINAMA, y a la DINOT con respecto al ordenamiento territorial. Toda esta zona ha sido forestada impunemente por el Estado 
destruyendo el Monumento Nacional de Dunas. Eso se debe a que esta cortina que se observa en este gráfico fue instalada 
durante el período de facto destrozando el movimiento de las arenas de un lado hacia el otro y, de hecho, las ha asentado 
destruyendo el Monumento Nacional de Dunas. Esto se puede constatar perfectamente hablando con cualquier persona, así como 
con filmaciones y tomas aéreas de la Armada. 


Tal como puede observarse en estas tomas aéreas del lugar, el ordenamiento del Cabo Polonio se ha visto afectado por la 
forestación y esa cortina a que hacía referencia ha influido en la circulación de arenas de un lado hacia otro. De hecho, esto que 
estoy mostrando es de 1990 pero, en este momento, la forestación está cubriendo toda la zona y ha destruido uno de los pocos 
montes de flora nativa que quedaban en nuestro país. 


Pasando concretamente al tema del ordenamiento, podemos detenernos en esta vista aérea de Cabo Polonio, en la que los puntos 
blancos son las casas constituyendo lo que se denomina el Peñón Rocoso. Esta es la distribución que tiene actualmente el Cabo 
Polonio: tenemos el Peñón Rocoso, algunas casas sobre las arenas de la Playa de la Calavera, o Playa Este, y algunas casas 
sobre la playa de la ensenada o Playa Sur. Estas casas han sido demolidas y de 68 quedaron 20, que son las que pretende 
demoler hoy la DINAMA. Por supuesto, esto no es relevante en cuanto al tema que nos ocupa porque corresponde a Vivienda y 
Medio Ambiente, pero quería demostrar que en base al proyecto del arquitecto Cravotto, que se va realizando en diferentes etapas, 
surge el reordenamiento completo. Cabe aclarar que ese proyecto fue presentado hace 10 años y en él se proponía la reubicación 
de las casas, de una playa y de la otra, en los diferentes espacios vacíos que hay en el Peñón Rocoso de Cabo Polonio, ya que la 
zona no se vería afectada desde el punto de vista ecológico y se lograba respetar los derechos individuales de todos los seres 
humanos involucrados. Como dije antes, este proyecto fue presentado al Estado hace 10 años, solicitando el cumplimiento de la 
Ley de Centros Poblados, pero aún seguimos esperando una respuesta. 


Consideramos que es fundamental destacar los factores que componen la ubicación de Cabo Polonio como pueblo. A los efectos 
de una mayor ilustración, luego podremos dejar estos planos en la Secretaría de la Comisión. De todos modos, quisiera señalar 
que esta fracción triangular corresponde al sector del Faro, que es el sector que corresponde a la Prefectura Nacional Naval y que 
fuera enajenado por ILPE en 1984. Esta es, entonces, la fracción de ILPE que remonta a la antigua data de 1917. Cabe aclarar 
también que esta fracción también es de la sucesión de Disné, mientras tanto, esta otra fracción que asoma por la Playa de Este y 
también por la Playa Oeste Sur o de la ensenada, tomando parte del Peñón Rocoso y parte de las arenas de los dos lados, es lo 
que se denomina la fracción Pertuso, aunque en realidad corresponde a varias sucesiones, como ser: Pertuso, Luna, Delgado, 
Restuccia, Vega y demás. En los hechos, la mayoría de la población se encuentra en el Peñón Rocoso, fuera del área de la 
Prefectura donde sólo hay instalaciones militares y de las antiguas loberías. Por su parte, la zona de ILPE abarca el pueblo, las 
construcciones rocosas que han sido declaradas por la UNESCO patrimonio cultural de la humanidad, junto con las dunas y la 
fracción de Disné y una fracción de Pertuso. Estos datos son relevantes respecto a los tratamientos que se deben dar a las 
diferentes zonas. 


En la zona de ILPE, el Estado dio múltiples permisos y es así que todas las casas fueron construidas en el lugar indicado por el 
propio Estado, estableciendo las debidas distancias de 25 a 30 metros entre una y otra. Esas autorizaciones fueron otorgadas en el 
Cabo Polonio por los máximos jerarcas de Prefectura, así como de ILPE, INAPE o SOYP; algunas de ellas fueron confirmadas 
desde Montevideo. 


Todo esto fue construyéndose en la zona de ILPE y posteriormente se expandió —en una segunda expansión- a la zona de Pertuso 
y de Disné. En la zona de Disné se inició por parte del Estado y de oficio un juicio para desalojar a la gente. Este juicio no lo 
iniciaron los sucesores de la familia Disné, quienes nunca plantearon su interés por reclamar la posesión de esas tierras. Reitero: 
ese juicio fue iniciado por el Estado de oficio. En primera instancia fue ganado y luego, en segunda instancia, fue perdido, y se 
indicó que si bien se reconocía el derecho de propiedad, los sucesores de la familia Disné, representados de oficio, debían 


previamente indemnizar a los propietarios de las construcciones para poder tomar posesión del terreno. Los sucesores de la familia 
Disné han declarado que ellos nunca iniciaron ese juicio aunque, por supuesto, jugaron y estuvieron expectantes todo este tiempo 
para ver si el resultado les era favorable. De todos modos, hoy declaran que ellos nunca iniciaron ese juicio, que es responsabilidad 
del Estado y que, en realidad, están dejando esas tierras para que la gente las prescriba. Quiere decir, entonces, que Disné no 
tiene conflictos. 


En la zona de ILPE, desde el año 1986, se empezaron a tomar acciones contra la gente que había obtenido autorización para 
construir casas. Esto alcanza tanto a los permanentes, quienes prácticamente tienen todas sus viviendas en esas zonas, como a 
los pobladores temporales que también están incluidos en la fracción. 


De modo que se han iniciado acciones, no se ha permitido la regularización de las viviendas, se han iniciado expedientes de 
regularización al igual que en el resto del país, pero Cabo Polonio es el único lugar donde los expedientes administrativos, después 
de danzar durante 5 años en las diferentes oficinas, han sido archivados sin resolución. 


SEÑOR GRAU.- ¿Me permite, señor Presidente? 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Grau. 


SEÑOR GRAU.- Quisiera agregar que antes de iniciarse el juicio de ILPE, sus autoridades hablaron con los pobladores 
manifestándoles que no los querían incluir en el juicio. Lo que pretendían era otorgarles un permiso para que quedaran excluidos y 
tuvieran la tranquilidad de que no serían afectados. Esto se hizo mediante un permiso de comodato, pero los pobladores de Cabo 
Polonio, en esa época, no tenía asesoramiento legal. Es así que después se dieron cuenta que en realidad ese permiso de 
comodato lo que hacía era quitarle a la gente su derecho sobre la tierra y su antigúedad de más de 30 años. Después de hechos 
estos permisos que, supuestamente, se hacían para que estas personas no fueran incluidas en este juicio, igualmente lo fueron y 
en el mismo paquete. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Segalerba. 


SEÑOR SEGALERBA.- Precisamente, eso ha sido una gravísima estafa que se ha perpetrado por parte del Estado en contra de 
esos pobladores permanentes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia le solicita al señor Segalerba que al hacer su exposición no adjetive. 


SEÑOR SEGALERBA.- En los hechos, lo que hemos tenido en la franja Pertuso es que, a través del Decreto del año 42 y una 
acción urgente, el Estado toma posesión de esos bienes en las dunas de Valizas, que limitan la zona de Valizas y Cabo Polonio —no 
hay un lugar determinado- con sus actuales ocupantes. En el juicio, esos ocupantes nunca son indemnizados, con excepción — 
como ustedes van a ver en el repartido que vamos a dejar- de la sucesión de don Jacinto Pereyra, dueño de un hotel muy conocido 
en la zona y muy antiguo —estamos hablando de la década del cuarenta- donde históricamente se alojaron los Presidentes Batlle y 
Ordóñez y Batlle Berres. Eso denota que esa gente, que tenía otro nivel cultural y estaba muy vinculada a la familia Pertuso, 
antiguos propietarios de esas tierras expropiadas, fueron los únicos que cobraron la indemnización. Como surge de los testimonios 
de los expedientes de toma urgente de posesión, la gente del lugar jamás cobró la indemnización que le correspondía de acuerdo a 
Derecho, puesto que cuando hay construcciones o edificios implantados por terceros sobre la tierra, al realizarse la expropiación 
también debe pagársele a estos últimos. Esto no se hizo, a pesar de que el dinero estaba depositado para indemnizar a la familia 
Pertuso y a terceros, lo que también consta en el expediente. Este es un hecho fundamental, puesto que la gente ha mantenido 
como argumento principal que el Estado nunca obló esa suma de dinero, como consta oficialmente en un expediente que es obvio 
que nunca han leído. Es claro que hay una nota de crédito para el Juzgado de tra. Instancia de Rocha en la Sucesión Juan 
Pertuso, etcétera, por $ 8.900 de aquel momento, suma que fue depositada el 22 de noviembre de 1945. Quiere decir que en esa 
situación lo único que le correspondía hacer al Estado, dado que tenía la posesión del bien y el dinero depositado, era solicitar la 
escrituración forzada del bien —trámite judicial absolutamente común y sencillo- y en base a eso cumplir con lo que decía el Decreto 
de 1942, amparado por la Ley de Centros Poblados, esto es, repartir la tierra entre sus actuales poseedores, convirtiendo el actual 
núcleo urbano en un verdadero centro de desarrollo balneario y turístico, para beneficio de la población local, del departamento y 
de todo el país. Sin embargo, el Estado nunca cumplió con tal situación. De hecho, después que cobran su indemnización y se 
toma la fracción de terreno con sus actuales ocupantes, cabe destacar que ellos jamás fueron notificados ni emplazados a reclamar 
su indemnización y siguen permaneciendo ahí hasta el día de hoy sin ser desalojados. El procedimiento, en caso de expropiación 
para un desalojo, es bastante sencillo y sumario, por lo que no se explica la inactitud del Estado al respecto. 


Pasados muchos años y ante el inactuar del Estado, los sucesores iniciaron una acción de caducidad de la expropiación que, de 
acuerdo con las leyes en las que se ampara, tenía un requisito que consistía en que el dinero no hubiera sido depositado pasados 
cinco años de la toma de posesión. Según surge de la documentación de los expedientes judiciales, el dinero estuvo depositado 
seis o siete años antes de la toma de posesión, por lo que no sólo se cumplió con el plazo de cinco años después. En base a ello, 
dicha caducidad de la expropiación jamás debería haber operado. De hecho, el 24 de marzo de 1992 se inicia una demanda y 
recién se obtiene contestación por parte del Estado -después de varias notificaciones que no son contestadas- en un escrito que se 
adjunta con fecha 25 de julio de 1994. El Estado, a través del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, contesta la caducidad 
de expropiación dos años después, a pesar de que el plazo para hacerlo debidamente, como es de total conocimiento, es inferior, 
porque sólo es de treinta días. ¿Cuál es la respuesta del Estado? En la medida que tenía neto derecho -dado que tenía el precio 
integrado, podía escriturar y tenía la posesión del bien- la respuesta era presentarse directamente y decir que como el dinero 
estaba depositado, la caducidad no operaba. Era un tema que cualquier profesional del Estado puede resolver en muy breve 
tiempo, mucho más en un plazo de treinta días, pero se demoró dos años para presentar una contestación en la que el Estado 
simplemente reconoce que la propiedad vuelve a ser de los antiguos propietarios. A su vez, se compromete a traspasar dicha 
propiedad siempre y cuando se le permita recomprarla en una cifra no inferior a U$S 900.000. Quiere decir que el Estado renuncia 
a un bien y lo recompra, por lo que está afectando su patrimonio, ya que pierde dinero a favor de los particulares a quienes les 
compra algo que ya es del Estado y que solamente no lo escrituró. Es más: se ofrece a actuar, en la medida en que ya no es 
propietario porque la caducidad hace caer su derecho de propiedad, como tercero coadyuvante en el juicio contra los ocupantes del 
lugar, e incluso, a abonar todas las indemnizaciones que corresponden a tales efectos. Ante ese hecho, se establece que se puede 
llegar a indemnizaciones de más de U$S 2:000.000. Quiere decir que el Estado no sólo no quiso cumplir con la Ley de Centros 
Poblados y con el Decreto de 1942, sino que además, realizando una acción que en este momento no pretendemos calificar a 


solicitud de esta Comisión, toma una actitud por la que hace un pacto de connivencia con el propietario expropiado para 
recomprarle las tierras, perdiendo más dinero del patrimonio nacional, para perjudicar a los propietarios permanentes a los cuales 
el Estado debería amparar. Esta actitud luego fue ratificada por el Estado en las actuaciones del expediente de la reivindicación, en 
el que Pertuso comparece amparado por aquél. En dicho expediente, los letrados patrocinantes viven reclamando que el Estado no 
es un tercerista y, de hecho, la judicatura no reconoce tal situación. En este momento hay una casación presentada que se está 
tramitando en la ficha 66/99 del Tribunal de Apelaciones en lo Civil de Séptimo Turno, que lo va a elevar a la Suprema Corte de 
Justicia para la resolución final de estas actuaciones. 


Con esto quise resumir someramente la situación jurídica de las diferentes fracciones que componen la población urbana de Cabo 
Polonio. 


Dado que esta Comisión también entiende en lo que tiene que ver con el ordenamiento territorial, es relevante destacar el proyecto 
futuro que se está llevando adelante, tanto en la vía privada por gente ajena al lugar, como en la vía administrativa por el Estado, 
con respecto al ordenamiento definitivo de la zona. Ante esta situación es que nosotros estamos pidiendo el amparo del Senado. 
Como pueden ver, existen fracciones que rodean la zona del pueblo de Cabo Polonio que forman parte del famoso Monumento 
Nacional de Dunas y, a su vez, Monumento de la Humanidad para la UNESCO. Sin embargo, en los hechos está siendo invadido 
por una forestación que ha sido demostrado en todos los expedientes que es totalmente improductiva, porque es de mala calidad. 
Eso se debe a que el Estado dejó que esa forestación siguiera creciendo naturalmente, se expandiera más allá de lo previsto y 
destruyera el Monumento Nacional de Dunas. Por otra parte, no tiene ningún beneficio económico, porque los troncos ni siquiera 
sirven para leña, dadas las malas formaciones que se le han dejado. 


Lo fundamental a estos efectos es mostrarles la situación actual, en la que todo lo que es el Parque Nacional de Dunas está siendo 
vendido, en base a diferentes decretos, por particulares. Estos los compran expropiados y, luego de tres o cuatro años, el Gobierno 
central dicta decretos que desexpropian o desestiman dicha expropiación y automáticamente esos bienes quedan libres, por lo que 
en lugar de valer las cifras mínimas por las cuales fueron adquiridos, pasan a generar una renta multimillonaria, en una gigantesca 
especulación inmobiliaria que tiene montos muy altos, por lo que todo indica que, en realidad, la mayoría de los compradores van a 
ser extranjeros, quienes -a nuestro juicio- no van a querer convivir con los pobres pescadores de Cabo Polonio. 


Entendemos que también hay ahí una razón económica fundamental para expulsar a los pobladores nativos, dejando a otra gente y 
transformándolo en un lugar de veraneo super exclusivo. Pero esto tiene que hacerse respetando los derechos, tanto a la vivienda 
como humanos, de la gente que ya está allí. 


A tales efectos queríamos reseñar que con fecha 13 de abril de 1995, según la documentación notarial que hemos podido obtener, 
se enajenó a un particular por la antigua propietaria, la señora San Martín, fracciones de terreno en las que está el famoso Cerro de 
la Buena Vista, el Barco hundido Don Guillermo. Esta zona es exactamente lindera a la de conflicto en Cabo Polonio. Como ya dije, 
esta zona fue adquirida en la fecha mencionada, por la suma de U$S 196.047,30, por supuesto, expropiada. A continuación, en 
menos de tres meses, dicha zona es enajenada por el particular que la adquirió -el 10 de junio del mismo año- en U$S 1:878.000. 
Evidentemente, tenemos que partir de que la empresa fraccionadora está realizando una evasión fiscal importante, puesto que esto 
presunta una intención de evadir IRIC en cuanto a las rentas que se generan por las diferencias del producido de la venta y del 
costo. La empresa que está haciendo la venta es Balcar S.A. y, por tanto, es la que debe rendir cuentas del IRIC. Entonces, cuando 
ésta realizó la adquisición se le hizo un traspaso aumentando el monto para evadir del IRIC una suma de aproximadamente U$S 
1:700.000, a efectos impositivos. 


Pero, amén de ello, lo interesante es que realizan un fraccionamiento. Hemos adjuntado una copia de esto al documento que les 
entregaremos, y pido que por Secretaría se reparta a cada uno de los miembros una carpeta en la que tendrán información sobre 
los últimos acontecimientos, es decir, sobre la casación del asunto Pertuso —-que ya comentamos- acerca del recurso de amparo 
interpuesto ahora, aunque este es un tema más específicamente medioambiental. También notarán que el asunto Balcar ya ha sido 
expuesto en el Juzgado referido y luego veremos cómo, en realidad, ya ha sido tratado con los funcionarios del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, que dicen desconocerlo. 


En los hechos, este es el fraccionamiento que corresponde, como pueden ver, a esta zona. Esta es una de las tantas tiras que 
Balcar S.A. ha adquirido en derredor de Cabo Polonio y quizás es una de las más ricas, pero no la única; luego les 
proporcionaremos los números de los demás padrones. Esta se compone por cuatro padrones que fueron fraccionados en 20 
chacras marítimas de 10 hectáreas, 100 metros de frente de playa exclusiva y así es como está promocionado por la Inmobiliaria 
Cruz del Sur, de Maldonado. Por otro lado, tiene 16 chacras agropecuarias, más 28 chacras más pequeñas; las últimas de 5 
hectáreas, las otras de 7 y las restantes de 10. Lo importante de todo esto es que tengan en cuenta que la fracción mínima es de 
cinco hectáreas y a esos efectos les quiero recordar cómo muy astutamente esta empresa ha escapado a las previsiones de los 
gobiernos departamentales, en la medida en que de acuerdo con el artículo 2” de la Ley de Centros Poblados, se establece que se 
constituye subdivisión de predios con destino a la formación de centros poblados —la cual, obviamente, necesita previa autorización 
municipal- toda subdivisión de la tierra fuera de las zonas urbanas o suburbanas que cree uno o más predios independientes 
menores de cinco hectáreas cada uno. Para no pedir la aprobación municipal, la empresa hizo el fraccionamiento de cinco 
hectáreas para arriba. Es muy posible que algunas de esas fracciones ya esté enajenada, como también lo es que allí, dentro de un 
tiempo, si no lo evitamos, nos encontremos un hotel cinco estrellas en medio de las dunas con una fracción de 100 metros de costa 
superexclusiva con playas exclusivas y una fracción de dos kilómetros de áreas que van a ser nuestras dunas forestadas y 
parquizadas, donde habrá canchas de golf y lugares para jugar al tenis y al paddle. 


Lo fundamental de todo esto es que estas fracciones, en el último año, han asumido una especulación inmobiliaria gigantesca, ya 
que se están vendiendo a U$S 1 o U$S 2 el metro cuadrado, según la zona, y en otros lugares más selectos, hasta a U$S 4 y U$S 
5. Esto es importante, porque si tomamos la extensión en metraje que hay aquí y tenemos en cuenta el monto original que pagó la 
empresa que lo adquirió en su momento, por todos los conceptos, observamos que la ganancia es multimillonaria. 


Es interesante saber en qué se avala esto, y a tales efectos pedimos información a la inmobiliaria Cruz del Sur, la cual aparece en 
una constancia de fax cuya fotocopia les dejaremos, en la medida en que no les ha sido agregada en la carpeta que les 
entregamos. Allí aparece un decreto del 9 de febrero de 2000, en el que el Presidente Sanguinetti, junto con el Ministro Brezzo, 
desestiman la expropiación de esos padrones y los liberan absolutamente para habilitar la venta de este fraccionamiento, en 
condiciones legales, a particulares. Al mismo tiempo, se produce la demolición de las viviendas de los pobladores de Cabo Polonio. 


Es fundamental tener en cuenta esto. También queremos destacar el hecho de que, siendo un decreto donde se están afectando 
los bienes del Estado -cuyo valor a nivel económico es inconmensurable- carece de la firma del Ministro de Economía y Finanzas 
de nuestro país. Esto le puede llevar a pensar, en base a la ganancia que se está obteniendo no sólo por esta fracción, la 
especulación multimillonaria que existe con respecto a todo el resto que aún no ha sido lanzado a la venta. 


Por otro lado, queremos destacar cuál es, más allá del actuar privado como les indicáramos hoy, el actuar administrativo del Estado 
con respecto a la localidad o pueblo de Cabo Polonio. De hecho el Estado tiene dentro del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, dos órganos que afectan su competencia. De acuerdo a la Ley de Areas Protegidas, N* 17.234, la 
administración de esta zona debía ser entregada a este Ministerio pero, de hecho, la sigue ejerciendo el Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca y no entendemos por qué no se ha regularizado dicha situación. Asimismo, estamos solicitando que de una 
buena vez se reglamente debidamente la Ley N* 17.234 en cuanto habilita a que los centros poblados comprendidos dentro de 
áreas protegidas puedan ser administrados por los pobladores nativos, que son fundamentales para tales aspectos, a través del 
sistema de llamado a licitación para empresas públicas o privadas. 


A estos efectos también queremos destacar cómo el Ministerio de Turismo, que en declaraciones realizadas por el señor Ministro 
Varela ante los medios de prensa, como por ejemplo en el programa "El Reloj", realizado la antepasada semana, desconoce en 
absoluto la zona de Cabo Polonio, Valizas y Aguas Dulces y, sin embargo, en su propaganda sobre Rocha hablan de un lugar 
especial que denominan "pueblos rústicos". Evidentemente, esto lo pueden constatar y desde ya le extendemos una invitación a 
todos los miembros de esta Comisión, cuando lo soliciten, para ser llevados al lugar y verlo personalmente. Cabo Polonio es un 
relicto antropológico e histórico de cómo fueron pobladas las costas de nuestro país. No estamos hablando solamente de las costas 
de Rocha porque en esto me permito rememorar una experiencia personal, porque veraneé en mi infancia en las costas de Parque 
del Plata antes de la realización de esta grotesca rambla que la ha destruido. Recuerdo que se trataban de grandes médanos en 
los cuales también habían casas de pescadores. Entonces, todos esos relictos han sido destruidos a lo largo de nuestras costas, 
aun incluso en Valizas y Aguas Dulces, y están destruyéndose los pocos que quedan en Punta del Diablo. 


Cabo Polonio es un lugar a nivel antropológico, histórico y cultural único en el Uruguay, único en Sudamérica, y de los pocos que 
quedan en el mundo. Tiene un nivel turístico a nivel europeo de primera línea, que ha sido destruido también por propagandas que 
el Ministerio de Turismo y el Estado realizan afirmando que en Cabo Polonio ya no queda nada, está todo demolido y que no vayan 
porque no hay nada para ver. Así han sido las constancias oficiales que ha recibido el Ministerio de Turismo argentino al respecto. 


Lo fundamental de todo esto es, más allá de nuestra propuesta, avalar en materia de ordenamiento territorial el informe Cravotto 
que fuera presentado en su oportunidad, para lo cual previamente deberá reconstruirse el cordón de dunas. A tales efectos, hemos 
presentado un amparo ante el Juzgado Letrado de Rocha de Tercer Turno y planteado que sí existe un proyecto para Cabo Polonio. 
Dicho proyecto oficial fue realizado por el licenciado Mario Batalles ex funcionario de ILPE que fue redistribuido a la DI.NA.MA. De 
acuerdo a él, la zona está comprendida dentro de la categoría tres de áreas protegidas de la UNESCO. Dicha categoría implica un 
área protegida con características naturales o culturales únicas y con alta significancia. Sin embargo, cuando buscamos la 
definición, se entiende que por características culturales no se comprende lo social, de acuerdo al criterio de la UNESCO. En esa 
categoría, lo cultural comprende la existencia de lugares de interés antropológico y arqueológicos importantes. Obviamente que los 
hay, pero también hay muchos más a nivel antropológico e histórico, como son las viviendas de esos pobladores. Ese pueblo de 
pescadores unido a ese pueblo de pobladores temporales, han formado una conurbación única en el mundo a nivel antropológico, 
social y cultural, que ha sido un factor de elección de turismo a nivel mundial que se ha destruido desde diez años a esta parte. 


Por eso, reclamamos que se nos corresponda y se nos coloque, de acuerdo al artículo 7 de la nueva Ley de Areas Protegidas que 
permite por decreto la reclasificación y redelimitación de las áreas protegidas, dentro de la categoría cinco que son lo que se 
denominan áreas protegidas en puntos costeros para conservación y recreación, definida como un área de tierra con costa y mar 
propios, donde la interacción del hombre y de la naturaleza a lo largo del tiempo, ha producido una zona con distintivos caracteres y 
significancias estéticas, ecológicas y valores culturales y, comúnmente, con una alta diversidad biológica. Salvaguardar la 
integridad de esta tradicional interacción es vital para la protección, mantenimiento y evolución de cada sector en el área. 
Evidentemente, cuando hablamos de interacción, ésta implica la presencia del ser humano, no su erradicación y mucho menos la 
posibilidad de asentar grandes fracciones de complejos superexclusivos en beneficio de capitales privados y en detrimento de los 
nativos del lugar. 


Como tema fundamental y como conclusión, lo que queremos plantear es lo siguiente. Toda esta situación ha sido planteada no 
sólo ya previamente en un expediente judicial, incluyendo la situación de la empresa Balcar S.A., sino también personalmente por 
cuatro personas, estando presentes la doctora Carrancio, la escribana Ana López y el Secretario de la Institución Gabriel Valente 
conjuntamente conmigo el jueves antepasado con el doctor Gorosito en una reunión que mantuvimos con él y que duró 
aproximadamente media hora. El doctor Gorosito me comunicó el viernes pasado que había estado reunido dos horas con el 
Ministro Cat informándole de toda la situación de Cabo Polonio. Nos sorprenden sobremanera las declaraciones del Ministro Cat 
del día de ayer a través de las cuales decía que tenía total desconocimiento de la situación. Como constancia de ello, también 
tengo el siguiente fax que me gustaría leer en este momento y que fue enviado el 20 de octubre de 2000 al doctor Gorosito por mi 
persona. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Es muy largo el fax, señor Segalerba? ¿Nos va a dejar la copia correspondiente? 
SEÑOR SEGALERBA.- Tiene una carilla y media. No traje fotocopia, pero se la alcanzaré a la brevedad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Usted sabe que la Comisión empezó a sesionar más tarde de lo que correspondía y todos tenemos 
compromisos. 


SEÑOR SEGALERBA.- Liquidamos acá, por lo menos en lo que a mí respecta. Quiero que hablen. La del resto no es una gran 
exposición; es la parte humana y tiene que ver con la vivienda. 


Dice así: "Montevideo, 20 de octubre de 2000.- Señor Subsecretario del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente.- Dr. Ricardo Gorosito.- De nuestra mayor consideración.- 


Estimado doctor: estamos muy preocupados dado que pese a la urgencia de la situación del pueblo de Cabo Polonio y al interés 
demostrado por usted ante las peticiones iniciadas por nuestra institución, han pasado ocho días sin que los técnicos de la DINAMA 
hayan dado respuesta a lo planteado para poder así integrar una comisión o grupo de trabajo de la ONG con los referidos técnicos, 
representantes de la Universidad de la República (UNCIEP) y de la Intendencia Municipal de Rocha. 


Desde ya volvemos a destacarle la importancia que las máquinas que el Ministerio ha contratado para la demolición, las cuales de 
por sí ignoramos si han sido contratadas a través de una debida licitación, no ingresen al lugar previo a ello ser resuelto, ya que el 
resultado podría ser nefasto. 


Por otra parte, le hago llegar copia del artículo publicado por el diario "El País" el día de hoy, donde se destaca que los propietarios 
(sic.) de las tierras, que las han habido por un procedimiento viciado de nulidad por su simulación entre éstos y el MGAP, piensan 
cerrar el acceso al lugar violando una servidumbre que ha prescripto de acuerdo a los plazos legales en nuestro ordenamiento. 


Finalmente, y haciéndole constar que se ha iniciado acción de amparo —como ya se le indicara telefónicamente- ante el Juzgado 
Letrado de Tercer Turno de Rocha (ficha 569/2000) sería violatorio todo actuar por dicha administración a las garantías 
constitucionales y legales que el mismo conlleva, amén de tener una audiencia con la Comisión de Vivienda y Ordenamiento 
Territorial del Senado el miércoles 25/10/2000 a la hora 11:30, como se acredita con nota de la misma que asimismo adjunto. 


Sería fundamental que los técnicos de la DINAMA contestaran hoy sin falta ya que debemos por un lado coordinar con los 
habitantes permanentes que desean concurrir, así como con la gente de UNCIEP y la IMR. Dada la gravedad del asunto, y el 
erróneo actuar realizado por los técnicos de la DINAMA en nuestro pueblo en los últimos años, creemos que lo mínimo que éstos 
pueden hacer es responder con la celeridad prometida a nuestro requerimiento, la cual de hecho, y pese a vuestras buenas 
intenciones, aún no se ha cristalizado. 


Sin otro particular, le saluda, muy atentamente: 
POR APROCAPO: 

Leonardo Segalerba 

PRESIDENTE.-" 


Esto tiene la constancia de envío. Fue enviado a la dirección de fax que de acuerdo con esta tarjeta del doctor Gorosito 
corresponde a la Subsecretaría del Ministerio. El me llamó, la recibió, tomó constancia de haber recibido también el artículo de "El 
País" y la nota enviada por esta Comisión que se habían adjuntado. En esa oportunidad, me indicó que los técnicos de la DINAMA 
se iban a comunicar con nosotros. 


El comunicado oficial operó ayer a las once y media de la mañana donde se determinó una reunión para el día de mañana a las 16 
y 30 en las oficinas de la DINAMA en Rincón 422, piso 5%. En principio lo que entendemos es que pese a ello, el doctor Gorosito 
había prometido en aquella reunión en que estuvimos presentes todos nosotros, que se iba a suspender el trámite de las 
demoliciones hasta tanto esa Comisión formada por los cuatro sectores involucrados y afectados, resolviera si realmente no se 
estaba provocando un desastre ecológico de gran envergadura. A raíz de ello el doctor Gorosito después se comunicó diciéndome 
que él no había pretendido decir eso. Yo le expliqué que evidentemente es una persona sumamente ocupada, cosa que pudimos 
constatar todos nosotros. Los altos jerarcas del Gobierno están sometidos a una muy alta presión al igual que todos ustedes en 
este momento y comprendemos que no pueda recordar sus propias palabras. Pero sí las recordamos perfectamente las cuatro 
personas que estábamos presentes, amén de que en esa ocasión concurrió la escribana Ana López que, como tal podía labrar Acta 
de tal situación. Por eso le reclamamos al doctor Gorosito el cumplimiento de tal situación. La Administración pese a ello notificó, 
tuvimos que presentar los amparos y sigue tratando de no respetar la situación, a lo cual solicitamos, y reitero especialmente, el 
amparo de esta Comisión y del Senado en pleno, a través de ella, para la situación de los pobladores de Cabo Polonio. 


Es todo lo que tengo que decir, discúlpenme y muchas gracias. 
Les pido por favor que escuchen a algunos de los pobladores y nos retiramos. 


SEÑOR CALIMARIS.- Yo soy nativo de Cabo Polonio, tengo cuarenta y un años y desde ese entonces vivo ahí. Vivimos tranquilos 
muchos años hasta que en determinado momento se empezó a hablar de demoliciones, lo cual no creíamos hasta que vimos llegar 
aviones, helicópteros, lanchas de guerra, fusileros navales, es decir un despliegue más o menos como el que se muestra en la 
televisión de los campos de guerra o algo así. Nosotros sabemos que somos seres pacíficos que vivimos tranquilos allí desde el 
tiempo de nuestros padres y nuestros abuelos y queremos seguir allí. No dañamos el medio ambiente sino que lo integramos. Se 
nos hizo mucho daño con esas demoliciones que dañó parte de la zona de costa. La basura producto de las demoliciones quedó 
allí. El mar pegaba y se iba llevando arena y cascotes. Eso por un lado, por otro, se rompió el cordón de dunas que las casas 
mantenían. Subió el mar, queda menos playa y sigue subiendo. No hay movimiento de arena. Al talar la parte del bosque que 
estaba dentro del pueblo, no la otra, el viento se lleva toda la arena, va bajando y ya no hay casi dunas, por lo que en unos años 
más se juntarán las dos playas. En realidad, no se está cuidando nada; sólo se daña el ambiente, se trata de demoler, de quitar, de 
sacarnos y, por otro lado, quieren poner a otra gente con mucho dinero. 


Antiguamente, nuestros ingresos provenían de la pesca pero hoy es bastante escasa. Tampoco hay más loberías y los barcos con 
sus redes de arrastre obligan a que los pescadores artesanales tengan que ir más lejos. Como consecuencia de esto, vivimos del 
turismo y con las demoliciones han estrangulado nuestra forma de vida, nuestras costumbres y también nuestros ingresos porque 
se nos hace muy mala propaganda. 


SEÑOR GRAU.- Deseo destacar que hace 15 años aproximadamente que vivo en Cabo Polonio, lugar que ha sufrido demasiadas 
arbitrariedades. Además, su gente, su comunidad local, hace muchos años que viene haciendo propuestas de manejo para el área 
que han sido totalmente desatendidas y supongo que estarán durmiendo el sueño del cajón. 


Por otro lado, deseo agregar que en 1995 una misión de Naciones Unidas visitó Cabo Polonio a expreso pedido del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, a fin de desarrollar una propuesta de manejo para toda el área. La propuesta 


hecha por Naciones Unidas tampoco ha sido llevada adelante. Cabe destacar que los representantes que vinieron son reconocidos 
internacionalmente como los mejores en su campo. 


Lo que pretendemos, es que todas estas propuestas sean llevadas adelante en forma seria, máxime teniendo en cuenta que tanto 
la de la Intendencia de Rocha con el apoyo de la Facultad de Ciencias como la de Naciones Unidas, coinciden en la necesidad de 
formar una Comisión integrada por todas las partes, en la que estén representados los habitantes de Cabo Polonio. Precisamente, 
son ellos los más idóneos y capaces para analizar y llevar a cabo cualquier desarrollo posible en la zona. Nosotros, como 
ciudadanos uruguayos, como habitantes del pueblo de Cabo Polonio nos sentimos con que tenemos derecho a que todo lo que allí 
suceda cuente con nuestra participación y nos parece que no puede ser de otra manera. 


SEÑORA LOPEZ.- Se han planteado distintos problemas, uno de los cuales fue analizado en profundidad por el doctor Segalerba. 
Esencialmente creo que quedó clara cuál es la situación de la población de Cabo Polonio, tanto de la que vive en forma 
permanente como la de los temporarios. Más allá de eso, hay intereses en común puesto que ellos viven del turismo y nosotros 
aportamos para eso. No queremos crear más fuentes de desocupación sino solucionar problemas económicos y sociales. Como 
dijo el Intendente Riet Correa, si se soluciona este problema, se está solucionando una parte de Rocha. En lo personal, voy un 
poco más allá. Se está solucionando una parte del Uruguay. 


Las viviendas que están en la zona afectan un 3% dentro del impacto negativo del medio ambiente. Sin embargo, la forestación 
afecta en un 90% y el transporte un 7%. 


Entonces, creo que se debe intentar solucionar esos problemas y advertimos que como buenos ciudadanos que somos queremos 
pagar impuestos, pagar la tierra en que vivimos, tal como hacen todos los uruguayos. Se trata de favorecer el hecho de que una 
población uruguaya que ha logrado tener una mejor vida a nivel económico, la pueda seguir manteniendo. En tal sentido, 
brindamos toda nuestra colaboración y esperamos recibir el mismo apoyo. 


Por último, les agradecemos por habernos recibido en el día de hoy. 


SEÑOR FREITAS.- Hoy por hoy, el Uruguay se está despoblando, se están yendo nuestro compatriotas y seguir desalojando a la 
gente de donde es oriunda, me parece paradójico y antinacional. Hay que tomar conciencia de la zona a que hacemos referencia, 
que es Rocha, donde si las cosas siguen así, pasaremos a hablar portugués en vez de español. 


SEÑORA LOPEZ (Senadora).- Tal como se ha dicho aquí, más allá de la pesca, el sustento fundamental de los pobladores de esta 
zona es el turismo, aprovechando su ubicación tan privilegiada. Debemos entender que para que ese turismo sea más dinámico 
deben articularse servicios elementales para una mejor oferta. En tal sentido, habría que preguntarse cómo lograrlo, teniendo en 
cuenta que se trata de un turismo natural. Entonces, quisiera saber si en la propuesta que han manejado con la Intendencia tienen 
en cuenta el tema de la sustentabilidad y el incremento necesario de los servicios. 


SEÑOR SEGALERBA.- El proyecto Cravotto es de 1990 y los conceptos de sustentabilidad y participación de las poblaciones 
nativas en el medio ambiente que le rodean provienen de la declaración de Río de Janeiro de 1992; esto es, son posteriores. Ello 
implica que este proyecto es nada más que urbanístico y así lo planteamos en esta Comisión, dado que engloba solamente dichos 
aspectos y no los medioambientales. Por supuesto, existe todo un complemento que se remonta a investigaciones originales 
realizadas por la comunidad local en 1994 y 1995, que también han sido presentadas al Ministerio, pero sobre las que hasta el día 
de hoy no ha habido ninguna respuesta. Naturalmente, todo ese proyecto podemos hacerlo llegar a esta Comisión. De hecho, se 
está ampliando y la ONG fundada hace 60 días está trabajando en ese tema para poder perfeccionarlo. En ese sentido, estamos 
recogiendo los aportes que 10 años de generaciones de polonienses han dejado en nuestro acervo. 


SEÑOR GRAU.- Quisiera agregar que nuestra comunidad también ha hecho un proyecto de centro cultural a pedido de la misión 
de Naciones Unidas que visitó Cabo Polonio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hemos tomado conocimiento de esta situación y la misma será estudiada por este Cuerpo. 
Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 13 ) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


